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Estimados Señores: 
 
 A continuación, reproducimos las jurisprudencias y tesis asiladas que consideramos 
relevantes, publicadas en el Semanario Judicial de la Federación correspondiente al mes de 
Septiembre de 2018, esperando les sean de utilidad. 
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CONSTITUCIONAL  Y DERECHOS HUMANOS 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017897  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: 2a. LXXX/2018 (10a.)  
 
 
EMPRESAS PRODUCTIVAS DEL ESTADO. SU NATURALEZA. 
 
El régimen transitorio de la reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en 
materia de energía, publicada en el Diario Oficial de la Federación de 20 de diciembre de 2013, 
ordenó la transformación de Petróleos Mexicanos y de la Comisión Federal de Electricidad en 
empresas productivas del Estado. De los preceptos reformados y los objetivos perseguidos se 
advierte que dichos entes son empresas públicas de propiedad exclusiva del Gobierno Federal, con 
el mandato constitucional de crear valor económico a fin de incrementar los ingresos de la Nación, 
con sentido de equidad y responsabilidad social y ambiental. Por otro lado, y como el artículo 90 
constitucional señala que la Administración Pública Federal será centralizada y paraestatal, se 
concluye que las empresas productivas del Estado son una nueva categoría de entidades 
paraestatales con un régimen jurídico especial y diferenciado, alejado de la tradicional lógica de 
controles y jerarquía administrativa, basado en principios de gobierno corporativo. Por ello y a pesar 
de que el fundamento de su creación son normas de derecho público, su operación se rige, en lo no 
previsto por su ley, reglamento y disposiciones que de éstos emanen, por el derecho civil y mercantil. 
Con este régimen diferenciado se pretende que las empresas productivas del Estado puedan 
competir con flexibilidad y autonomía en las industrias que se les encomiendan y así cumplir con su 
mandato constitucional. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 1131/2017. Mario Alberto Hernández de la Rosa. 30 de mayo de 2018. Mayoría 
de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek y Eduardo Medina Mora 
I. Disidentes: José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: José Omar Hernández Salgado. 
 
Amparo directo 3/2018. Elvia Sifuentes Chavira y otros. 4 de julio de 2018. Mayoría de tres votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek y Eduardo Medina Mora I. Disidente: José 
Fernando Franco González Salas. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secretaria: María 
Antonieta del Carmen Torpey Cervantes.  
 
Amparo en revisión 1352/2017. Alma Isela Torres Godoy y otro. 9 de agosto de 2018. Mayoría de 
tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek y Eduardo Medina Mora I. 
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Disidentes: José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes. 
 
Amparo directo 19/2018. Manuel Rodríguez Rodríguez, por propio derecho y en representación de 
su hija menor de edad Ana Karina Rodríguez Camargo. 9 de agosto de 2018. Mayoría de tres votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek y Eduardo Medina Mora I. Disidentes: 
José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretario: Eduardo Romero Tagle. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018031  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de septiembre de 2018 10:37 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: I.1o.P.137 P (10a.)  
 
VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO DE LA COMPETENCIA DE LA JURISDICCIÓN MILITAR. 
PARA SALVAGUARDAR SU DERECHO DE DEFENSA, DESDE EL INICIO DE LA CARPETA DE 
INVESTIGACIÓN DEBE NOMBRÁRSELE UN ASESOR JURÍDICO PARA QUE LO ASISTA EN 
CUALQUIER ETAPA DEL PROCEDIMIENTO. 
 
De los artículos 20, apartado C, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 12, 
168 y 169 de la Ley General de Víctimas, y 17 y 106 del Código Militar de Procedimientos Penales, 
se advierte que la víctima u ofendido de la posible comisión del hecho que la ley señala como delito 
tiene, entre otros, derecho a recibir asesoría jurídica, a coadyuvar con el Ministerio Público, por sí o 
por abogado, así como a que su asesor jurídico lo represente en cualquier etapa del procedimiento 
penal. Ahora bien, si dicho Código Militar señala que la víctima puede ser asesorada por el Ministerio 
Público Militar, se considera que la asesoría brindada por éste no fue la adecuada si sólo enderezó 
su querella, pues para salvaguardar su derecho de defensa, se le debe nombrar un asesor jurídico 
para ser asistido y asesorado desde el primer momento en que tiene contacto con la autoridad, para 
así poder realizar todas las acciones legales para su defensa; es decir, para que se respeten sus 
derechos fundamentales, y se cumpla con el debido proceso penal, es necesario que desde el inicio 
de la carpeta de investigación, la víctima u ofendido cuente con un asesor jurídico para poder aportar 
los datos de prueba que considere pertinentes, y así se analice correctamente la materia de la 
denuncia. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 113/2018. 7 de junio de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier 
Sarabia Ascencio. Secretario: Carlos Ernesto Franco Rivero. 
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Esta tesis se publicó el viernes 28 de septiembre de 2018 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017876  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil, Administrativa)  
Tesis: 2a. LXXIX/2018 (10a.)  
 
COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. EL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS 
GENERADOS COMO CONSECUENCIA DE LA ACTIVIDAD RELACIONADA CON EL SERVICIO 
PÚBLICO QUE PRESTA ES RECLAMABLE EN LA VÍA CIVIL. 
 
Con motivo de su transformación en empresa productiva del Estado, la Comisión Federal de 
Electricidad se rige, en lo no previsto por su Ley y por el Reglamento de ésta, por el derecho civil y 
mercantil. Entonces, si su Ley y la Ley de la Industria Eléctrica no establecen la vía para exigir el 
pago indemnizatorio ocasionado con motivo de la prestación de un servicio público, los actos que 
realiza relacionados con éste deben ser entendidos como de naturaleza mercantil y no 
administrativa, por ser dicho régimen el más acorde con la flexibilidad operativa, los principios y los 
objetivos empresariales y comerciales que se previeron para su funcionamiento, con motivo de la 
reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de energía, publicada 
en el Diario Oficial de la Federación el 20 de diciembre de 2013. Por tal razón, la vía procedente 
para reclamar el pago de la indemnización por los daños derivados de actos relacionados con el 
servicio público que presta es la civil, conforme al artículo 1913 del Código Civil Federal. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 1131/2017. Mario Alberto Hernández de la Rosa. 30 de mayo de 2018. Mayoría 
de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek y Eduardo Medina Mora 
I. Disidentes: José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: José Omar Hernández Salgado. 
 
Amparo directo 3/2018. Elvia Sifuentes Chavira y otros. 4 de julio de 2018. Mayoría de tres votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek y Eduardo Medina Mora I. Disidente: José 
Fernando Franco González Salas. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secretaria: María 
Antonieta del Carmen Torpey Cervantes.  
 
Amparo en revisión 1352/2017. Alma Isela Torres Godoy y otro. 9 de agosto de 2018. Mayoría de 
tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek y Eduardo Medina Mora I. 
Disidentes: José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes. 
 
Amparo directo 19/2018. Manuel Rodríguez Rodríguez, por propio derecho y en representación de 
su hija menor de edad Ana Karina Rodríguez Camargo. 9 de agosto de 2018. Mayoría de tres votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek y Eduardo Medina Mora I. Disidentes: 
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José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretario: Eduardo Romero Tagle. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017888  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: 1a. CXIII/2018 (10a.)  
 
DERECHO A PROBAR. SU DIMENSIÓN SUSTANCIAL O MATERIAL TRATÁNDOSE DE 
DOCUMENTALES PÚBLICAS PRECONSTITUIDAS CON VALOR PROBATORIO PLENO 
TASADO EN LA LEY. 
 
Desde la perspectiva del análisis de regularidad constitucional de normas generales, una manera 
ordinaria de examinar el respeto a las formalidades esenciales del procedimiento y, en 
consecuencia, al derecho de audiencia, consiste en analizar si la ley procesal prevé la posibilidad 
de que las partes sean llamadas al procedimiento relativo y escuchadas, puedan ofrecer pruebas y 
alegar de buena prueba, y de que la autoridad emita la resolución correspondiente. Sin embargo, 
por lo que hace al derecho a probar, tratándose de pruebas documentales públicas preconstituidas 
con valor pleno tasado en la ley, es posible identificar una dimensión sustancial o material (en 
oposición a formal o adjetiva) que no se enfoca en que el legislador prevea el trámite procesal 
respectivo, sino que involucra, entre otras cosas, la condición de que los requisitos formales que el 
legislador establezca para configurar una prueba documental pública con valor pleno tasado, 
permitan materialmente desvirtuar en juicio la veracidad del contenido del documento, o sea, de lo 
declarado, realizado u ocurrido ante la presencia del fedatario, por parte de quien es perjudicado 
con el ofrecimiento de esa prueba. En ese sentido, para afirmar el respeto al derecho de audiencia 
y a las formalidades esenciales del procedimiento, en la vertiente del derecho a probar, tratándose 
de pruebas documentales públicas preconstituidas con valor pleno tasado en la ley, no basta con 
que se permita a una de las partes ofrecerlas para acreditar su pretensión y para desvirtuar las 
ofrecidas por su contraria, sino que las formalidades previstas por el legislador para configurar la 
prueba documental pública ofrecida por su contraria, se traduzcan en que la prueba tasada arroje 
suficientes datos fácticos verificables (o refutables), con la finalidad de hacer materialmente posible 
desvirtuar en juicio la veracidad de lo declarado, realizado, u ocurrido ante la presencia de un 
fedatario o autoridad pública. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 3562/2016. Gerardo Salazar Carbajal. 24 de mayo de 2017. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez. 
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Esta tesis se publicó el viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017890  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. LXXXVIII/2018 (10a.)  
 
DERECHOS HUMANOS Y GARANTÍAS. SUS DIFERENCIAS. 
 
Conforme al artículo 1o., primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en ella y en los 
tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para 
su protección. A diferencia de los derechos humanos, en sí mismos considerados, las garantías se 
erigen como instrumentos o herramientas para su protección y tutela, reforzando su vigencia y 
salvaguardando su eficacia dentro del sistema normativo. En síntesis, las garantías operan como 
medidas jurídicas que tienen como finalidad lograr la consecución, vigencia y efectividad de los 
derechos humanos al tiempo que aseguran la conservación de su carácter ontológico como límites 
jurídicos infranqueables para la potestad de la autoridad como lo ordena el primer párrafo del artículo 
1o. constitucional. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 1174/2017. Enriqueta García Fierro. 9 de mayo de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: 
Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017993  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de septiembre de 2018 10:37 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CXXXII/2018 (10a.)  
 
EXPLOTACIÓN DEL HOMBRE POR EL HOMBRE EN OPERACIONES CONTRACTUALES. 
 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sustentado que la explotación del 
hombre por el hombre proscrita por el artículo 21, numeral 3, de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, ocurre cuando una persona utiliza, abusivamente en su provecho, los recursos 
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económicos o el trabajo de otra u otras, o a las personas mismas, y que tratándose de relaciones 
contractuales, la obtención de un provecho económico o material por parte del abusador, debe 
acompañarse de una afectación en la dignidad de la persona abusada. En ese contexto, un dato 
que puede servir para identificar la afectación a la dignidad de la persona abusada, es la existencia 
de un fenómeno de sometimiento patrimonial o de dominación sobre la persona afectada. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 5561/2015. Érika Alfaro Gallaga. 25 de mayo de 2016. Mayoría de tres 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ausente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de septiembre de 2018 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018028  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de septiembre de 2018 10:37 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: 1a. CXXXI/2018 (10a.)  
 
USURA. NO SE CONFIGURA CUANDO EL PACTO DE LA PENA CONVENCIONAL QUE SE 
ESTIMA EXCESIVA DERIVA DE UN CONTRATO DE ARRENDAMIENTO. 
 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de jurisprudencia 1a./J. 
46/2014 (10a.), de título y subtítulo: "PAGARÉ. EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA 
LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO, PERMITE A LAS PARTES LA 
LIBRE CONVENCIÓN DE INTERESES CON LA LIMITANTE DE QUE LOS MISMOS NO SEAN 
USURARIOS. INTERPRETACIÓN CONFORME CON LA CONSTITUCIÓN [ABANDONO DE LA 
JURISPRUDENCIA 1a./J. 132/2012 (10a.) Y DE LA TESIS AISLADA 1a. CCLXIV/2012 (10a.)].", 
estableció que la usura proscrita por el artículo 21, numeral 3, de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, se configura cuando una persona obtiene en provecho propio y de modo 
abusivo sobre la propiedad de otro, un interés excesivo derivado de un préstamo. Ahora bien, aun 
cuando el componente de abuso patrimonial consistente en el pacto de una pena convencional que 
se estima excesiva, alude a una desproporción de tipo patrimonial, la usura no se configura cuando 
dicha pena deriva de las cláusulas convenidas en un contrato de arrendamiento, pues aquélla exige 
que ocurra un pacto de intereses excesivos derivado de un préstamo. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 5561/2015. Érika Alfaro Gallaga. 25 de mayo de 2016. Mayoría de tres 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez. 
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Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 46/2014 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 27 de junio de 2014 a las 9:30 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 7, Tomo I, junio de 2014, página 400. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de septiembre de 2018 a las 10:37 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
 

AMPARO 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017957  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a./J. 98/2018 (10a.)  
 
SUSPENSIÓN. POR REGLA GENERAL, ES IMPROCEDENTE OTORGARLA CONTRA LA 
FORMALIZACIÓN Y EJECUCIÓN DE UN CONTRATO DE CONCESIÓN PARA LA MEJORA Y 
MANTENIMIENTO EN LA PRESTACIÓN DE UN SERVICIO PÚBLICO. 
 
En términos generales, todo procedimiento de licitación tiene la finalidad de regular que la prestación 
de los servicios públicos por parte de la Federación, las entidades federativas, los Municipios y los 
órganos político-administrativos, se encuentre ajustada a derecho, administrándose los recursos 
públicos con eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez, para satisfacer 
adecuadamente su destino. Así, si se lleva a cabo una licitación para la mejora y mantenimiento en 
la prestación de un servicio público, resulta evidente que responde a disposiciones de orden público 
y al interés social, pues atiende a la demanda de un mejor servicio en beneficio de la colectividad. 
Con base en esta circunstancia, por regla general es improcedente otorgar la suspensión solicitada 
por el quejoso, contra la formalización y ejecución del contrato respectivo, al no colmarse los 
requisitos del artículo 128, fracción II, de la Ley de Amparo, pues de concederse la medida cautelar, 
se contravendrían disposiciones de orden público y se seguiría perjuicio al interés social, en tanto 
que la colectividad tiene interés en la defensa y mejoramiento en la prestación de los servicios 
públicos. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 173/2018. Entre las sustentadas por el Pleno en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
 Administrativa del Sexto Circuito. 15 de agosto de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe Margarita 
Ortiz Blanco. 
 
Tesis contendientes: 

http://www.rendonguerrero.com/


SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN–SEPTIEMBRE 2018               
 

 

 

Florencia No. 57, Piso 11, Col. Juárez, Deleg. Cuauhtémoc, C.P. 06600, Ciudad de México,  Méxic o.  

Te l s .  (5 2 5 5 )55 -3 3 -69 -1 4  / (5 2 5 5 )  5 5 -1 4 -7 7 -9 4  /  www.rendonguerrero.com  

10 

 
Tesis PC.III.A. J/49 A (10a.), de título y subtítulo: "LICITACIÓN PARA LA PRESTACIÓN DEL 
SERVICIO DE MANTENIMIENTO Y MEJORA DE ALUMBRADO PÚBLICO MUNICIPAL. NO 
PROCEDE OTORGAR LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL AL PARTICIPANTE NO FAVORECIDO 
EN EL PROCEDIMIENTO RELATIVO CUANDO SE SOLICITA PARA EL EFECTO DE QUE NO SE 
FORMALICE Y EJECUTE EL CONTRATO DE CONCESIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
JALISCO).", aprobada por el Pleno en Materia Administrativa del Tercer Circuito y publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 13 de julio de 2018 a las 10:20 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 56, Tomo II, julio de 2018, página 
1096, y 
 
Tesis VI.1o.A.336 A, de rubro: "SUSPENSIÓN DEFINITIVA RESPECTO DE LA LICITACIÓN 
PÚBLICA REGIDA POR LA LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL 
SECTOR PÚBLICO ESTATAL Y MUNICIPAL DEL ESTADO DE PUEBLA. PROCEDE 
CONCEDERLA PARA EL EFECTO DE QUE, SIN PARALIZAR EL PROCEDIMIENTO 
CORRESPONDIENTE, LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA SE ABSTENGA DE FORMALIZAR EL 
CONTRATO DE OBRA PÚBLICA CORRESPONDIENTE MIENTRAS SE DECIDE EL AMPARO.", 
aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito y publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, septiembre 
de 2011, página 2236. 
 
Tesis de jurisprudencia 98/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del veintinueve de agosto de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de 
septiembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017955  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a. LXXXIV/2018 (10a.)  
 
SENTENCIAS DE AMPARO. EL PRINCIPIO DE RELATIVIDAD ADMITE MODULACIONES 
CUANDO SE ACUDE AL JUICIO CON UN INTERÉS LEGÍTIMO DE NATURALEZA COLECTIVA. 
 
Conforme al artículo 107, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
es posible acceder al juicio de amparo para obtener la protección de los intereses legítimos y 
colectivos, que son aquellos que atañen a "un grupo, categoría o clase en conjunto". En cualquier 
caso, tanto el interés colectivo como el legítimo, comparten como nota distintiva su indivisibilidad, es 
decir, no pueden segmentarse. De ahí que, si en los intereses colectivos o legítimos la afectación 
trasciende a la esfera jurídica subjetiva o individual de quien promovió un juicio de amparo, sería 
inadmisible suponer que por esa cuestión se niegue la procedencia del medio de control 
constitucional, pretextándose la violación al principio de relatividad de las sentencias. En ese sentido, 
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el artículo 107, fracción II, párrafo primero, de la Constitución Federal, debe interpretarse de la 
manera más favorable a la persona, por lo cual, lejos de invocarse una concepción restringida del 
principio referido, será menester maximizar tanto el derecho humano de acceso a la tutela 
jurisdiccional efectiva, como el principio de supremacía constitucional.  
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 241/2018. Consejo Consultivo para las Personas con Discapacidad, A.C. 27 de 
junio de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Disidente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017838  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de septiembre de 2018 10:16 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a./J. 95/2018 (10a.)  
 
REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. PROCEDE EXCEPCIONALMENTE CUANDO SE IMPUGNE 
LA APLICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA EMITIDA POR LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE LA NACIÓN, RELACIONADA CON UN TEMA PROPIAMENTE CONSTITUCIONAL. 
 
El análisis sobre la aplicación de la jurisprudencia emitida por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación constituye una cuestión de legalidad que, en principio, no debe analizarse; sin embargo, si 
ésta se refiere a un tema propiamente constitucional y en agravios se impugna su aplicación indebida 
por considerarse que el Tribunal Colegiado de Circuito le dio una interpretación distinta a la que le 
dio el Tribunal Supremo, procederá de manera excepcional el recurso de revisión en amparo directo. 
Lo anterior se justifica en la medida en que se plantea la posibilidad de que el Tribunal Colegiado no 
haya realizado una mera aplicación de los criterios jurisprudenciales emitidos por esta Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, sino más bien que haya llevado a cabo una nueva interpretación 
constitucional en el caso concreto, por lo que el recurso de revisión en amparo directo es procedente. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo directo en revisión 2931/2015. Napoleón Gómez Urrutia. 13 de abril de 2016. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos; se aparta de consideraciones Margarita 
Beatriz Luna Ramos y se aparta de algunas consideraciones José Fernando Franco González Salas. 
Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Marco Tulio Martínez 
Cosío.  
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Recurso de reclamación 1503/2016. Marco Antonio Barquín de la Calle. 1 de marzo de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretaria: Ma. de la Luz Pineda Pineda. 
 
Recurso de reclamación 138/2017. Salvador Orta García. 31 de mayo de 2017. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa. 
 
Amparo directo en revisión 163/2016. Pascale Brachet Suberville. 28 de junio de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: 
María del Carmen Alejandra Hernández Jiménez. 
 
Amparo directo en revisión 5670/2017. Juan Gabriel Carranza Cantera. 7 de febrero de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretaria: Jocelyn Montserrat Mendizábal Ferreyro. 
 
Tesis de jurisprudencia 95/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del quince de agosto de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de septiembre de 2018 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de 
septiembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017956  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: VI.2o.C. J/29 (10a.)  
 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. PROCEDE CUANDO SE OMITA OBSERVAR UNA 
JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, QUE RESULTE 
DE APLICACIÓN EXACTA AL CASO CONCRETO, POR CONSTITUIR UNA VIOLACIÓN 
MANIFIESTA DE LA LEY, QUE DEJE SIN DEFENSA AL JUSTICIABLE, CONFORME A LA 
FRACCIÓN VI DEL ARTÍCULO 79 DE LA LEY DE AMPARO. 
 
El artículo 217 de la Ley de Amparo establece un sistema de observancia obligatoria de la 
jurisprudencia que emite la Suprema Corte de Justicia de la Nación, actuando tanto en Pleno como 
en Salas. Por lo que todos los juzgadores resultan vinculados con los criterios interpretativos del 
Máximo Tribunal del País, pues tienen la obligación ineludible de acatarlos a partir del día hábil 
siguiente a aquel en que son publicados en el Semanario Judicial de la Federación, debiendo hacerlo 
en todas las resoluciones que dicten en el ejercicio de sus funciones. Por tanto, cuando se advierta 
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la falta de observancia e inaplicación de los criterios jurisprudenciales de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, que resulten ser conducentes al caso concreto, ya sea porque definan o 
resuelvan el punto medular sometido a la competencia de los tribunales, ese proceder constituye 
una violación manifiesta de la ley, que deja sin defensa al justiciable, cuando se comete en la emisión 
de la resolución revisada. Por lo que, en ese supuesto, procede suplir la queja deficiente, conforme 
a la fracción VI del artículo 79 de la Ley de Amparo. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 241/2016. Víctor Hugo Gómez Martínez. 23 de febrero de 2017. Unanimidad de 
votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretario: Hugo Hernández Jiménez. 
  
Amparo directo 31/2018. José Manuel Galeazzi Zanatta. 28 de junio de 2018. Unanimidad de votos. 
Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretario: Armando René Dávila Temblador. 
  
Amparo directo 514/2017. Miguel Salas Vargas. 13 de julio de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: 
Raúl Armando Pallares Valdez. Secretario: Óscar Alberto Núñez Solorio. 
  
Amparo directo 397/2017. Stefany Miguel Ramírez. 3 de agosto de 2018. Unanimidad de votos. 
Ponente: Ma. Elisa Tejada Hernández. Secretaria: María del Rocío Chacón Murillo. 
  
Amparo directo 640/2016. 3 de agosto de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Ma. Elisa Tejada 
Hernández. Secretaria: Silvia Elizabeth Baca Cardoso. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de 
septiembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017969  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de septiembre de 2018 10:37 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.I.C. J/76 C (10a.)  
 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DE LA FEDERACIÓN Y DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS. LA 
FALTA DE CUMPLIMIENTO VOLUNTARIO DE SUS ÓRGANOS A LA CONDENA IMPUESTA EN 
UN JUICIO ES IMPUGNABLE EN AMPARO INDIRECTO, SIN QUE SEA NECESARIO EL 
DICTADO DE UNA RESOLUCIÓN QUE DECLARE LA IMPOSIBILIDAD JURÍDICA O MATERIAL 
PARA CUMPLIRLA. 
 
En términos del criterio que informa la jurisprudencia 2a./J. 85/2011 de la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "DEPENDENCIAS DE LA ADMINISTRACIÓN 
PÚBLICA FEDERAL O DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS. LA OMISIÓN EN DAR 
CUMPLIMIENTO A UNA SENTENCIA CONDENATORIA DICTADA EN UN JUICIO EN EL QUE 
FIGURARON COMO DEMANDADAS, CONSTITUYE UN ACTO DE AUTORIDAD PARA EFECTOS 
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DEL AMPARO (ARTÍCULO 4o. DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES).", en la 
que se dilucidó que en caso de que el cumplimiento voluntario a la sentencia no se dé, esa omisión 
constituye un acto de autoridad que puede combatirse en el juicio de amparo, pues con ello se afecta 
la esfera legal del particular, al impedirle obtener la prestación que demandó en el juicio en el que 
se dictó sentencia a su favor, en atención a que si bien es cierto que a las entidades referidas les 
resulta aplicable el artículo 4o. del Código Federal de Procedimientos Civiles, que prohíbe dictar en 
su contra mandamiento de ejecución o providencia de embargo, conforme al espíritu legislativo –por 
el interés público que reviste el que los órganos del Estado no se coaccionen entre sí y no se afecten 
con mandamientos de ejecución o embargo de sus bienes, máxime que el Estado se considera 
siempre solvente y, por tanto, en aptitud de dar cumplimiento a una sentencia condenatoria–, 
también lo es que, basta la falta de cumplimiento voluntario para que se instituya tal omisión, que da 
motivo al juicio de amparo indirecto, sin que sea menester esperar al dictado de una resolución en 
la que "se declare la imposibilidad jurídica o material de dichos órganos estatales para cumplir con 
los fallos firmes de condena líquida dictados en su contra"; por ello, dicho supuesto no actualiza la 
causa de improcedencia prevista en la fracción XXIII del artículo 61, en relación con el diverso 107, 
fracción IV, ambos de la Ley de Amparo, que contienen las reglas de procedencia del juicio de 
amparo indirecto hasta que se dicte la "última resolución" en el procedimiento de ejecución de 
sentencia. 
 
PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 8/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Tercero, Décimo 
y Quinto, todos en Materia Civil del Primer Circuito. 3 de julio de 2018. Mayoría de trece votos de los 
Magistrados Neófito López Ramos, José Rigoberto Dueñas Calderón, Luz Delfina Abitia Gutiérrez, 
Francisco Javier Sandoval López, Mauro Miguel Reyes Zapata, Edith E. Alarcón Meixueiro, Carlos 
Manuel Padilla Pérez Vertti, Elisa Macrina Álvarez Castro, José Juan Bracamontes Cuevas, Ana 
María Serrano Oseguera, J. Refugio Ortega Marín, María Concepción Alonso Flores y Carlos 
Arellano Hobelsberger. Disidente: J. Jesús Pérez Grimaldi. Ponente: Elisa Macrina Álvarez Castro. 
Secretaria: Ruth Edith Pacheco Escobedo. 
 
Criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 26/2015, el sustentado por el Décimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Primer Circuito, al resolver los amparos en revisión 335/2017 y 290/2014, y el diverso sustentado 
por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 
civil RC. 48/2017. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 85/2011 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, julio de 2011, página 448. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de septiembre de 2018 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 01 de octubre 
de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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FAMILIAR 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017947  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: VII.2o.C.159 C (10a.)  
 
RÉGIMEN DE CONVIVENCIA PROVISIONAL. CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE LA 
ESTABLEZCA, RESTRINJA, AMPLÍE, SUSPENDA O MODIFIQUE CON EL PROGENITOR NO 
CUSTODIO, PROCEDE EL AMPARO INDIRECTO. 
 
La Suprema Corte de Justicia de la Nación sostiene que los actos de imposible reparación son 
aquellos que afectan derechos sustantivos pues, de ejecutarse, sus efectos y consecuencias no 
pueden repararse con la emisión de una sentencia favorable; en esas circunstancias, la resolución 
que establezca, restrinja, amplíe, suspenda o modifique el régimen de convivencia, constituye un 
acto de imposible reparación, toda vez que en él se materializa la forma de convivencia entre el 
menor con el progenitor no custodio hasta el dictado de la sentencia firme, donde se decide la 
convivencia definitiva; por tanto, los efectos y consecuencias jurídicas no pueden retrotraerse con la 
sola emisión de la sentencia definitiva, porque el objetivo de la convivencia es fortalecer los vínculos 
afectivos del menor mediante la interacción periódica con el progenitor no custodio, sin existir la 
posibilidad de resarcir los efectos producidos en la esfera emocional y psicológica del infante; en 
consecuencia, contra la resolución que establezca, restrinja, amplíe, suspenda o modifique la 
convivencia de un menor con un progenitor no custodio, procede el amparo indirecto, en términos 
del artículo 107, fracción III, inciso b), de la Ley de Amparo. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 468/2017. 28 de junio de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: José Manuel De 
Alba De Alba. Secretaria: Rubí Sindirely Aguilar Lasserre. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017901  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: VII.2o.C.156 C (10a.)  
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GUARDA Y CUSTODIA. LAS RESTRICCIONES O MODIFICACIONES DE LOS DERECHOS DE 
UN MENOR NO PUEDEN RESULTAR DEL INCUMPLIMIENTO A UN MANDATO PROCESAL DE 
LOS PADRES, YA QUE EN LA DETERMINACIÓN DE AQUÉLLA, DEBE ANALIZARSE EL 
ESCENARIO QUE RESULTA MÁS BENÉFICO PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DEL 
INFANTE (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ). 
 
La guarda y custodia es un derecho del menor y su modificación, pérdida, limitación, o cualquier otra 
parecida, se encuentran tuteladas por los artículos 14, 16 y 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en tanto que deben otorgarse las formalidades de un proceso cautelar 
o principal para afectar los derechos de un menor. Así, si bien pueden producirse situaciones al 
amparo de un proceso familiar en las cuales, la actitud procesal de los padres pudiera repercutir en 
el ejercicio de un derecho de los menores; lo cierto es que las restricciones o modificaciones de los 
derechos de los menores no pueden resultar del incumplimiento a un mandato procesal, ya que en 
la determinación de la guarda y custodia, debe analizarse el escenario que resulta más benéfico 
para el desarrollo integral del menor, de lo contrario se le estaría sancionando por una conducta que 
él no cometió, y se soslayarían las particularidades que el interés superior del menor demanda se 
tomen en consideración al momento de decidir sobre la guarda y custodia, puesto que no por el 
hecho de que un padre incumpla con un mandato procesal que se vincule a los derechos de aquél, 
conlleva que ése no sea el mejor escenario para él, porque ello debe determinarse del examen 
integral y comparativo de las circunstancias en que éste se halle. Por lo que la facultad atribuida al 
juzgador en el último párrafo del artículo 346 del Código Civil para el Estado de Veracruz, no es 
complementario del artículo 53 del Código de Procedimientos Civiles para la misma entidad, sino de 
los procedimientos cautelares, incidentales y/o principales. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 95/2018. 14 de junio de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: José Manuel De 
Alba De Alba. Secretario: Alan Iván Torres Hinojosa. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017832  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de septiembre de 2018 10:16 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: (IV Región)2o.19 C (10a.)  
 
RÉGIMEN DE CONVIVENCIA SUPERVISADO. ANTE LA NEGATIVA DEL PADRE DE CONVIVIR 
CON SUS HIJOS, LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES DEBEN ESTABLECERLO, AL SER 
UNA OBLIGACIÓN DE SUS PROGENITORES Y UN DERECHO FUNDAMENTAL DE LOS HIJOS 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ). 
 
Los artículos 2, 12, 21, 70 y 71 de la Ley Número 573 de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes del Estado de Veracruz reconocen a éstos como titulares de derechos; garantizan su 
protección integral, así como el respeto a sus derechos fundamentales reconocidos en las 
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disposiciones constitucionales relativas y tratados internacionales; establecen la obligación de todas 
las autoridades que conozcan de asuntos en cualquier materia donde se encuentren afectados 
derechos de menores, de vigilar su desarrollo integral en el seno de una familia, en la que convivan 
con ambos padres manteniendo relaciones personales y contacto directo con ellos de modo regular, 
salvo si ello es contrario al interés superior del niño. Ahora bien, cuando se trate de un asunto que 
involucre el derecho de un menor a la familia, los órganos jurisdiccionales deben asegurar su 
desarrollo integral y, por tanto, establecer un régimen de convivencia supervisado entre los 
progenitores y éste, a fin de que no quede en un estado vulnerable, pues tiene el derecho a vivir en 
la familia de origen, reunirse con ella cuando por diferentes razones ha habido una separación, 
vincularse con ambos progenitores en casos de conflicto entre éstos, por lo que la obligación del 
juzgador es velar por que los infantes sólo sean separados de ellos por una sentencia judicial que 
declare válida y legítimamente la necesidad de hacerlo y no por la negativa del padre no custodio 
de convivir con su hijo por razones de trabajo, tener más hijos o por no haber convivido nunca con 
él, pues esta justificación atenta contra el derecho irrenunciable de tener una familia. Cabe señalar 
que la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció diversos criterios en 
los que determinó que el régimen de convivencia o derecho de visita es un derecho fundamental de 
los menores y debe tener siempre como eje rector, el principio de interés superior de éstos, el cual 
busca asegurar la continuidad de las relaciones personales entre los menores y el progenitor no 
custodio, sus abuelos y otros parientes o allegados, desde luego, sin soslayar que este derecho no 
es absoluto, pero tampoco está sujeto a la decisión arbitraria de cualquiera de los padres, sino que 
debe atenderse al caso concreto para determinarlo y puede estar limitado de forma temporal, 
espacial y modal, para asegurar su bienestar y su estabilidad emocional. Consecuentemente, los 
órganos jurisdiccionales no deben dejar abierta la convivencia entre el infante y sus padres, cuando 
no existan las condiciones necesarias para ese efecto, sino establecer un régimen de convivencias 
supervisado por especialistas en la materia y de acuerdo a su prudente arbitrio, para no provocar un 
cambio abrupto o sorpresivo que los exponga a una situación de riesgo. Ello, porque la convivencia 
armónica del infante con su ascendiente, repercutirá en su desarrollo sano y equilibrado, quien 
necesita del cariño y apoyo de ambos progenitores. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA 
REGIÓN. 
 
Amparo directo 1067/2017 (cuaderno auxiliar 305/2018) del índice del Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Séptimo Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz. 21 de mayo de 2018. Unanimidad 
de votos. Ponente: Adrián Avendaño Constantino. Secretaria: Elisa Quinto Rivera. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de septiembre de 2018 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017839  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de septiembre de 2018 10:16 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: PC.I.C. J/72 C (10a.)  
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SOCIEDAD CONYUGAL. EFECTOS SOBRE LOS BIENES QUE LA INTEGRAN CUANDO UNO 
DE LOS CONSORTES ABANDONA EL DOMICILIO CONYUGAL INJUSTIFICADAMENTE EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 196 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL, 
APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO. 
 
El precepto citado dispone que el abandono injustificado por más de 6 meses del domicilio conyugal 
por uno de los cónyuges, hace cesar para él, desde el día del abandono, los efectos de la sociedad 
conyugal en cuanto le favorezcan, y que éstos no podrán comenzar de nuevo sino por convenio 
expreso; es decir prevé una sanción civil, que necesariamente implica un perjuicio patrimonial sólo 
en detrimento del cónyuge que abandonó el domicilio conyugal desde el momento del abandono, 
pero no los generados con anterioridad, pues éstos ya fueron producidos. Así, mientras no ocurre el 
abandono, ambos cónyuges se benefician de los efectos de la sociedad conyugal, ya que la sanción 
consiste en la cesación de dichos efectos desde el día del abandono y no desde que se constituyó 
la sociedad conyugal; en cambio, acontecido el abandono injustificado por más de seis meses, soló 
al abandonante no podrán favorecerle los efectos de la sociedad conyugal, lo que implica que no 
podrá participar del fondo social ni adquirir el dominio sobre los bienes adquiridos por su consorte; 
frente a ello, al abandonado le corresponderá el pleno dominio sobre los bienes que adquiera con 
posterioridad al abandono, pero además, la sociedad conyugal le seguirá generado efectos, 
beneficiándose del dominio de los bienes que su consorte integre a la sociedad conyugal, pues no 
existe disposición alguna que establezca lo contrario. Así, para una correcta aplicación del artículo 
196 del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, deben distinguirse 
dos momentos: 1) Desde que se constituye el régimen de sociedad conyugal y hasta antes de que 
se materialice el abandono; en cuyo caso, ambos cónyuges adquieren el dominio de los bienes que 
pertenece a ese régimen, así como el de los bienes que incorpora el otro consorte; y, 2) Desde que 
uno de los esposos abandona injustificadamente el domicilio conyugal por más de seis meses y 
hasta que concluye la sociedad conyugal (voluntad, divorcio, muerte, etcétera); en cuyo caso, por 
un lado, cesan los efectos del régimen en lo que le pueda favorecer al abandonante, lo cual se 
traduce en la imposibilidad de obtener el dominio de los bienes que adquiera su consorte y, por otro, 
que los efectos de la sociedad seguirán favoreciendo al abandonado, a quien, por virtud de la propia 
constitución del régimen, le asiste el derecho de participar en el dominio de los bienes adquiridos 
por su cónyuge al incorporarlos como parte del fondo social. 
 
PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 6/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Décimo 
Segundo, Décimo Primer, Tercer y Octavo, todos en Materia Civil del Primer Circuito. 5 de junio de 
2018. Mayoría de siete votos a favor de los Magistrados Neófito López Ramos (presidente quien 
tuvo el voto de calidad en términos del artículo 41-Bis 2, segundo párrafo, de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación), José Rigoberto Dueñas Calderón, Luz Delfina Abitia Gutiérrez, 
Francisco Javier Sandoval López, Edith E. Alarcón Meixueiro, Carlos Manuel Padilla Pérez Vertti y 
J. Refugio Ortega Marín. Disidentes: Mauro Miguel Reyes Zapata, Elisa Macrina Álvarez Castro, 
José Juan Bracamontes Cuevas, Ana María Serrano Oseguera, J. Jesús Pérez Grimaldi, Carlos 
Arellano Hobelsberger, quienes formularon voto de minoría y María Concepción Alonso Flores (quien 
formuló voto particular). Ponente: Carlos Manuel Padilla Pérez Vertti. Secretario: Alberto Mendoza 
Macías. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
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Tesis I.3o.C.555 C, de rubro: "SOCIEDAD CONYUGAL. HIPÓTESIS EN QUE FORMAN PARTE DE 
ELLA LOS BIENES ADQUIRIDOS POR EL CÓNYUGE QUE ABANDONA EL DOMICILIO CON 
POSTERIORIDAD A SU SALIDA.", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXIV, julio de 2006, página 1377; y, 
 
Tesis I.11o.C.188 C, de rubro: "SOCIEDAD CONYUGAL, EN CASO DE ABANDONO 
INJUSTIFICADO DEL DOMICILIO CONYUGAL, LA CESACIÓN DE SUS EFECTOS TIENE LUGAR 
DESDE LA FECHA EN QUE SE PRODUJO EL ABANDONO; POR ENDE, NO FORMAN PARTE 
DE AQUÉLLA LOS BIENES ADQUIRIDOS, INDIVIDUALMENTE POR LOS CÓNYUGES, CON 
POSTERIORIDAD A LA SEPARACIÓN.", aprobada por el Décimo Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXVI, octubre de 2007, página 3293, y  
 
El sustentado por el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el amparo directo 346/2017. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de septiembre de 2018 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de 
septiembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018017  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de septiembre de 2018 10:37 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a. CXXII/2018 (10a.)  
 
RÉGIMEN MATRIMONIAL DE SEPARACIÓN DE BIENES. EN LA ADMINISTRACIÓN Y 
PROPIEDAD DE LOS BIENES ADQUIRIDOS, SE DEBE CONSIDERAR LA DESIGUALDAD 
ESTRUCTURAL DE GÉNERO Y LA VIOLENCIA PATRIMONIAL EN CADA CASO CONCRETO. 
 
Aunque el régimen de separación de bienes está orientado hacia el mantenimiento de la 
independencia de las masas patrimoniales de las personas que contraen matrimonio, este régimen 
es económico matrimonial y, por tanto, constituye un esquema en el que los derechos de propiedad 
son armonizados con la necesidad de atender a los fines básicos e indispensables de esta 
institución. Así, la regulación jurídica patrimonial del matrimonio, en sus diferentes vertientes, intenta 
conjugar dos necesidades igualmente importantes e irrenunciables: por un lado, la de ser un 
instrumento al servicio de la autonomía de la voluntad de las dos personas que desean contraerlo; 
por otro, la de someter esta autonomía de la voluntad a los límites derivados del interés público y 
social que tiene el Estado en proteger la organización y el desarrollo integral de los miembros de la 
familia y en asegurar que la regulación jurídica que les afecta garantice el respeto de su dignidad 
como se deriva, entre otros, del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Por tanto, el debate relativo a la participación que podría tener alguno de los cónyuges 
respecto a los bienes obtenidos durante el matrimonio, bajo el régimen de separación de bienes, 
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debe determinarse en concreto y no en abstracto, es decir, debe adoptarse una perspectiva 
casuística e interpretar y aplicar la norma que prescribe el régimen de separación de bienes en 
consideración de la incidencia del orden social de género, las relaciones asimétricas de poder o las 
situaciones de subordinación que condiciona, de los roles que impone a cada cónyuge con base en 
la identidad sexual; de la valoración y protección que este orden asigna a las labores y tareas del 
hogar y cuidado, independientemente del sexo de quien las desempeñe, y de la posible violencia de 
género en sus distintas modalidades y consecuencias, incluida significativamente la violencia 
patrimonial. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 2730/2015. Rebeca Rocha Aranda, su sucesión. 23 de noviembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: M.G. Adriana Ortega Ortiz. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de septiembre de 2018 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017991  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de septiembre de 2018 10:37 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CXXVII/2018 (10a.)  
 
DIVORCIO. EL ARTÍCULO 343, SEGUNDO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO 
DE GUANAJUATO, VULNERA EL DERECHO FUNDAMENTAL AL LIBRE DESARROLLO DE LA 
PERSONALIDAD. 
 
El precepto citado, al establecer que el cónyuge que haya dado causa al divorcio no podrá volver a 
casarse sino después de dos años, los cuales deberán contarse a partir de que éste se decretó, 
vulnera el derecho fundamental al libre desarrollo de la personalidad reconocido por el artículo 1o. 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que la condicionante que 
regula la citada porción normativa, prevé una injerencia arbitraria en el campo de la privacidad del 
sujeto, sea hombre o mujer, ya que impide el ejercicio de sus derechos y libertades; lo anterior, 
porque la decisión de formar un nuevo matrimonio se ubica dentro del ámbito de la libre voluntad del 
hombre y de la mujer, cuya prohibición resulta constitucionalmente inadmisible, ya que afecta el 
espacio de libertad de los ex cónyuges para buscar a través del matrimonio una nueva opción de 
vida. Además, porque, esta Suprema Corte de la Justicia de la Nación ha establecido que la decisión 
de permanecer o no casado encuentra cobertura en el derecho al libre desarrollo de la personalidad; 
de ahí que la decisión de contraer segundas nupcias también tiene sustento en el ámbito del goce 
pleno de ese derecho fundamental. 
 
PRIMERA SALA 
 

http://www.rendonguerrero.com/


SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN–SEPTIEMBRE 2018               
 

 

 

Florencia No. 57, Piso 11, Col. Juárez, Deleg. Cuauhtémoc, C.P. 06600, Ciudad de México,  Méxic o.  

Te l s .  (5 2 5 5 )55 -3 3 -69 -1 4  / (5 2 5 5 )  5 5 -1 4 -7 7 -9 4  /  www.rendonguerrero.com  

21 

Amparo directo en revisión 1439/2016. 14 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló 
voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: 
Daniel Álvarez Toledo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de septiembre de 2018 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017990  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de septiembre de 2018 10:37 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CXXIV/2018 (10a.)  
 
DIVORCIO. EL ARTÍCULO 267, FRACCIÓN VI, DEL CÓDIGO CIVIL PARA LA CIUDAD DE 
MÉXICO QUE ESTABLECE UNA COMPENSACIÓN ECONÓMICA A FAVOR DEL CÓNYUGE 
QUE ASUMIÓ LAS CARGAS DOMÉSTICAS Y DE CUIDADO, NO ES VIOLATORIO DEL 
DERECHO A LA IGUALDAD. 
 
Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha pronunciado en el sentido de que una vertiente 
del derecho a la igualdad implica que toda persona debe recibir el mismo trato y gozar de los mismos 
derechos que los demás, siempre y cuando se encuentre en una situación similar que sea 
jurídicamente relevante. Ahora bien, el artículo 267, fracción VI, del Código Civil para la Ciudad de 
México otorga el derecho de solicitar la compensación económica al cónyuge que, durante el 
matrimonio, se haya dedicado preponderantemente al trabajo del hogar y, en su caso, al cuidado de 
los hijos, siempre y cuando dicho enlace conyugal se haya celebrado bajo el régimen de separación 
de bienes. Consecuentemente, toda persona que se encuentre en el supuesto normativo puede 
solicitar dicha compensación, sin distinguir en razón de género u otra condición. Lo jurídicamente 
relevante es que el individuo en cuestión haya asumido las cargas del trabajo del hogar y/o del 
cuidado de los hijos en mayor medida que el otro, en detrimento de sus posibilidades de 
desarrollarse con igual tiempo, intensidad y diligencia en el mercado laboral convencional. De ahí 
que no exista tratamiento discriminatorio alguno, pues en principio nadie está excluido del ejercicio 
del derecho previsto en ese precepto, mientras se haya dedicado al hogar de forma cotidiana. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 3192/2017. 7 de febrero de 2018. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de septiembre de 2018 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017981  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de septiembre de 2018 10:37 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a. CXXIII/2018 (10a.)  
 
COMPENSACIÓN ECONÓMICA. DE ACUERDO CON LO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 267, 
FRACCIÓN VI, DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA 
CIUDAD DE MÉXICO, SÓLO OPERA A FAVOR DEL CÓNYUGE QUE DURANTE EL 
MATRIMONIO SE DEDICÓ AL TRABAJO DEL HOGAR Y CUIDADO DE LOS HIJOS EN MAYOR 
MEDIDA QUE EL OTRO. 
 
El artículo citado prevé el derecho de solicitar la compensación económica al cónyuge que, durante 
el matrimonio, se haya dedicado preponderantemente al trabajo del hogar y, en su caso, al cuidado 
de los hijos, siempre y cuando dicho enlace conyugal se haya celebrado bajo el régimen de 
separación de bienes. La racionalidad de la figura es resarcir los costos de oportunidad del cónyuge 
que asumió las cargas domésticas y de cuidado en mayor medida que el otro, en tanto la realización 
de estas actividades, sostenidas en el tiempo, generan el debilitamiento de los vínculos de esta 
persona con el mercado laboral (opciones de empleo perdidas, pocas horas de trabajo remunerado, 
trabajos exclusivamente en el sector no estructurado de la economía, sueldos más bajos, etcétera). 
Por ende, la compensación referida no opera a favor del cónyuge que realizó otro tipo de labores o 
actividades durante el matrimonio, distintas al trabajo doméstico y de cuidado, pues lo anterior 
llevaría al extremo erróneo de sostener que el fin último de la disposición es equilibrar las masas 
patrimoniales de los cónyuges, cuando la intención legislativa es resarcir e indemnizar a quien se 
dedicó al hogar y a la atención de la familia. En este sentido, aquel cónyuge que trabajó en el 
mercado remunerado y logró desarrollarse en oficio, profesión o negocio, sin realizar tareas 
domésticas y de cuidado, si bien contribuyó económicamente al sostenimiento del hogar, no sufrió 
costo de oportunidad alguno, por lo que no habría razón para que se actualizara una compensación 
a su favor. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 3192/2017. 7 de febrero de 2018. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de septiembre de 2018 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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MERCANTIL 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2017825  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de septiembre de 2018 10:16 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.13o.C.27 C (10a.)  
 
PROVIDENCIAS PRECAUTORIAS EN EL PROCEDIMIENTO ORAL MERCANTIL. SU 
DESECHAMIENTO ES IRRECURRIBLE, ATENTO A LA REGLA ESPECIAL QUE ESTABLECE 
EL ARTÍCULO 1390 BIS DEL CÓDIGO DE COMERCIO. 
 
Conforme a los artículos 71 Bis, fracción IV, de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del 
Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México y 1390 Bis 1 del Código de Comercio, el Juez 
de Proceso Oral Civil de la Ciudad de México, es competente para conocer, entre otros, de las 
providencias precautorias en la vía oral las cuales, para su trámite, se ciñen a lo que prevén los 
capítulos X y XI del título primero, libro quinto, de ese código, en el sentido de que todas las 
determinaciones serán apelables según la cuantía, conforme a los artículos 1183, 1391 y 1345, 
fracción IV, del código invocado, de lo que se infiere que las providencias precautorias decretadas 
por el Juez de Proceso Oral Civil, que por su cuantía no sean apelables, entonces serán revocables; 
sin embargo, ello no es así, pues el artículo 1390 Bis del código citado, que rige el procedimiento 
oral mercantil, determina que contra las resoluciones dictadas en ese tipo de procedimientos no 
procede recurso alguno, por lo que la remisión que de las providencias precautorias hace el libro, 
título y capítulos referidos, sólo es en cuanto a su trámite pues, la regla general de su impugnabilidad, 
no aplica al juicio oral mercantil por oponerse a la regla especial del último precepto mencionado, 
que dispone que las resoluciones dictadas en esta clase de procedimientos no son recurribles; 
consecuentemente, contra el desechamiento de las providencias precautorias no procede recurso 
alguno, atento a la regla especial que establece el artículo 1390 Bis invocado. 
 
DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Queja 343/2017. Santander Consumo, S.A. de C.V., S.F. de O.M., Entidad Regulada, Grupo 
Financiero Santander México. 24 de enero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Daniel Horacio 
Escudero Contreras. Secretario: Gabriel Zúñiga Roque. 
 
Queja 115/2018. Santander Consumo, S.A. de C.V., S.F. de O.M., Entidad Regulada, Grupo 
Financiero Santander México. 9 de mayo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Arturo Ramírez 
Sánchez. Secretario: Ignacio Espinosa Lara. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de septiembre de 2018 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
Época: Décima Época  
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Registro: 2017789  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de septiembre de 2018 10:16 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 33/2018 (10a.)  
 
CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN MATERIA MERCANTIL. LA EXCEPCIÓN DE FALTA DE 
PERSONALIDAD AL CONSTITUIR UNA RESOLUCIÓN DE CUESTIÓN PREVIA O CONEXA, 
INTERRUMPE EL PLAZO PARA QUE OPERE AQUÉLLA. 
 
De conformidad con lo dispuesto por el artículo 1076, fracción VI, del Código de Comercio, la 
caducidad de la instancia en los asuntos mercantiles no opera, entre otros casos, cuando es 
necesario esperar una resolución de cuestión previa o conexa emitida por el juez del conocimiento 
o por otras autoridades. Ahora bien, la excepción de falta de personalidad constituye una "resolución 
de cuestión previa o conexa", en tanto que es un tópico de naturaleza significativa que incide directa 
e inmediatamente en la debida continuación del procedimiento y que constituye un elemento 
esencial para el dictado de la sentencia, pues se erige como un presupuesto procesal tendiente a la 
demostración de las atribuciones o facultades necesarias que tiene la persona o individuo 
interviniente, para acudir ante el órgano jurisdiccional a hacer valer sus pretensiones. Por tanto, la 
excepción de falta de personalidad interrumpe el plazo para que opere la caducidad de la instancia 
en materia mercantil, pues se trata de una condicionante para el dictado de una sentencia válida. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 342/2017. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Tercer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. 2 de 
mayo de 2018. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de tres votos en cuanto al fondo, de los Ministros, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Norma Lucía Piña Hernández, quienes reservaron su derecho para 
formular voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan 
Temblador. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al resolver los juicios de amparo 
directo 470/2013, 471/2013, 472/2013 y 546/2014, de los que derivó la tesis aislada VI.2o.C.36 C 
(10a.), de título y subtítulo: "CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN MATERIA MERCANTIL. LA 
TRAMITACIÓN DEL INCIDENTE DE FALTA DE PERSONALIDAD ACTUALIZA EL CASO DE 
EXCEPCIÓN PREVISTO EN LA FRACCIÓN VI DEL ARTÍCULO 1076 DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO, PARA QUE AQUÉLLA OPERE.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 28 de febrero de 2014 a las 11:02 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 3, Tomo III, febrero de 2014, página 2289, con número de registro 
digital: 2005739. 
 
El Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el juicio de amparo 
directo 589/2016, sostuvo que la excepción de falta de personalidad no actualiza el supuesto previsto 
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en la fracción VI del artículo 1076 del Código de Comercio; y por ende, no interrumpe el cómputo 
para que opere la caducidad de la instancia. Dicha conclusión la sostuvo, en esencia, sobre las 
bases de que la excepción de falta de personalidad tiene un carácter procesal, la cual no puede 
considerarse una “cuestión previa o conexa”, pues a pesar de sus efectos, todas las excepciones 
procesales en ningún momento suspenden el procedimiento, y en caso de resultar fundada, no 
generan en automático la conclusión del juicio, sino que la consecuencia es que el Juez requiera a 
la parte actora para que subsane su personalidad. 
 
Tesis de jurisprudencia 33/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada del siete de junio de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de septiembre de 2018 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de 
septiembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 

CIVIL 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017904  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.14o.C.27 C (10a.)  
 
INCIDENTE DE NULIDAD DE ACTUACIONES. NO ES RECURSO IDÓNEO PARA OBTENER LA 
MODIFICACIÓN, REVOCACIÓN O NULIFICACIÓN DE LA DILIGENCIA DE EMBARGO 
PRACTICADA EN UN JUICIO DE ARRENDAMIENTO INMOBILIARIO (LEGISLACIÓN DE LA 
CIUDAD DE MÉXICO). 
 
De la interpretación armónica de los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, se advierten como 
requisitos para la idoneidad y eficacia de los recursos, los siguientes, en relación con el primero, 
que: i) esté previsto y regulado por la ley ordinaria; ii) se tramite y resuelva dentro del procedimiento, 
esto es, antes de que concluya con sentencia definitiva; y, iii) sea aplicable en la circunstancia 
específica; en relación con el segundo: i) tener la capacidad de producir el resultado para el que ha 
sido concebido; ii) ser capaz de producir una decisión dentro de un plazo razonable; y, iii) que se 
desahogue con la debida diligencia; de tal manera que si la ley ordinaria no establece el recurso o 
éste no es adecuado y eficaz, o no se le permitió al justiciable agotar el recurso, o bien, 
promoviéndolo las autoridades no lo han tramitado con la debida diligencia y no han producido una 
decisión definitiva en un plazo razonable, considerando la naturaleza de los hechos del caso, o la 
propia norma le permite renunciar a ellos, es acertado que opere una excepción a la observancia 
del principio de definitividad. Por su parte, el artículo 962 del Código de Procedimientos Civiles para 
el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, prevé que cuando se demande el pago de 
dos o más rentas atrasadas, la actora podrá solicitar al Juez que requiera a la demandada para que 
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acredite el pago con los recibos correspondientes o escritos de consignación sellados y, de no 
hacerlo, embargar bienes suficientes para cubrirlas: en tanto que el artículo 964 del mismo código, 
establece que los incidentes en las controversias de arrendamiento no suspenden el procedimiento 
y se tramitan conforme al diverso artículo 88, pero que la resolución se pronuncia en la audiencia 
del juicio conjuntamente con la sentencia definitiva. Conforme a lo anterior, se estima que si el 
numeral 962 referido, concede al actor la posibilidad de trabar embargo, dicho acto puede 
impugnarse inmediatamente en el juicio de amparo indirecto, dado que el incidente de nulidad no es 
idóneo ni eficaz para revocar, modificar o nulificar el embargo trabado para cubrir rentas adeudadas, 
ya que la tramitación y sustanciación de esa incidencia resulta ineficaz, pues se resolverá hasta la 
sentencia definitiva; de ahí que se actualice una excepción al principio de definitividad que rige el 
juicio de amparo. 
 
DÉCIMO CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Queja 227/2017. Rojkind Impulsora Inmobiliaria, S.A. de C.V. 6 de octubre de 2017. Unanimidad de 
votos. Ponente: Benito Alva Zenteno. Secretaria: Areli Portillo Luna. 
 
Queja 81/2018. Deutsche Bank México, S.A., I.B.M. División Fiduciaria, Fiduciaria del Fideicomiso 
F11401. 12 de abril de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Benito Alva Zenteno. Secretaria: 
Ariadna Ivette Chávez Romero. 
 
Queja 92/2018. Carlos Francisco Pérez Yee. 19 de abril de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: 
Benito Alva Zenteno. Secretario: Alfonso Alexander López Moreno. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 

ARBITRAJE 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017915  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.14o.C.26 C (10a.)  
 
LAUDO ARBITRAL. AUTENTICACIÓN A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 1461 DEL CÓDIGO 
DE COMERCIO PARA SU EJECUCIÓN. 
 
En la exposición de motivos del decreto de primero de junio de 1993, que reforma y adiciona diversas 
disposiciones del Código de Comercio y del Código Federal de Procedimientos Civiles, el legislador 
consideró que la adopción por el Estado Mexicano de la Ley Modelo del Arbitraje Comercial tenía 
como propósito estar en consonancia con diversos instrumentos internacionales en materia de 
arbitraje internacional. Esa ley fue creada por la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho 
Mercantil Internacional, cuyas finalidades esenciales fueron: 1. Resolver el problema derivado de 
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que la mayoría de las leyes nacionales sobre arbitraje fueron redactadas para satisfacer las 
necesidades del arbitraje nacional y son inadecuadas para el arbitraje internacional; 2. Provocar la 
uniformidad en las leyes nacionales sobre arbitraje para mejorar el desarrollo de éste; y, 3. 
Establecer normas universales de equidad. A su vez, en la Convención sobre Reconocimiento y 
Ejecución de las Sentencias Arbitrales Extranjeras verificada en Nueva York en 1958, en su artículo 
IV, se establece, entre otras disposiciones, que para obtener el reconocimiento y la ejecución de un 
laudo, la parte que lo pida debe presentar junto con la demanda el original debidamente autenticado 
de la sentencia o una copia de ese original que reúna las condiciones requeridas para su 
autenticidad. Esta disposición fue acogida en el segundo párrafo del artículo 1461 del Código de 
Comercio en los términos siguientes: "La parte que invoque un laudo o pida su ejecución deberá 
presentar el original del laudo debidamente autenticado o copia certificada del mismo...". Como en 
las referidas Convención y exposición de motivos no se explica qué debe entenderse por 
"debidamente autenticado", para la interpretación de la norma nacional se hace necesario acudir a 
los moduladores deónticos, concretamente el modo obligatorio que implica que está permitida la 
comisión, pero no la omisión, es decir, que la acción que el artículo 1461 del Código de Comercio 
pide al gobernado llevar a cabo en relación con su pretensión de ejecutar un laudo arbitral, es la de 
cumplir con el deber u obligación de presentar el laudo debidamente autenticado, pero no tiene el 
alcance de interpretarse en sentido contrario, esto es, que pueda omitir hacerlo. Por tanto, resulta 
ineludible que el ejecutante del laudo presente original o copia certificada debidamente autenticada, 
requisito este último que debe exigirse en atención a que el interesado en la ejecución del laudo está 
obligado a acreditar que el original de este documento es verdadero o cierto en cuanto a la identidad 
de la persona de la cual proviene o lo emitió, obviamente, se refiere al árbitro o árbitros, si es que 
se dictó de forma plural. Lo anterior, porque la tendencia doctrinaria en relación con la ejecución de 
laudos arbitrales tiende hacia la exigencia de un requisito de validez del laudo consistente en su 
autenticación por quien tenga facultades para ello; formalidad que, aunque mínima, es necesaria 
para adquirir certeza de que el original del laudo que pretende ejecutarse realmente proviene de su 
autor (el árbitro). Luego, si bien es verdad que el arbitraje como mecanismo de solución de 
controversias permite a las personas físicas, morales o jurídicas elegir libremente que la resolución 
de sus controversias la adopte uno o varios árbitros y no los órganos jurisdiccionales del Estado, 
porque esta forma de solución de conflictos ofrece mayor flexibilidad y menos formalismos, entre 
otras bondades, no lo es menos que, al ser el arbitraje una institución con relevancia constitucional 
equivalente a la jurisdicción, porque, finalmente, lo que se pretende es la obtención de una decisión 
al conflicto con efectos de cosa juzgada, también debe sujetarse a reglas y procedimientos que 
implica para las partes, entre ellas, el árbitro, el deber de observar y actuar conforme a ciertas 
formalidades procesales o principios rectores. Efectivamente, el proceso arbitral está previsto en el 
capítulo V del título cuarto del Código de Comercio y tres de los principales principios a seguir son: 
igualdad, debido proceso, derecho de audiencia y conducción del procedimiento. Los primeros dos 
principios están previstos en el artículo 1434 del citado cuerpo de normas, que al efecto prevé que 
deberá tratarse a las partes con igualdad y darse a cada una de ellas la oportunidad de hacer valer 
sus derechos. Como puede verse, el proceso arbitral y todo aquello que le rodea no escapa a la 
regulación estadual tanto de rango nacional como internacional lo que, desde luego, implica un 
mínimo de formalidades a las que no escapan ni las partes ni el árbitro por más que implique, en el 
caso de estas últimas, un ejercicio de libertades en cuanto al quién y el cómo de la solución de sus 
conflictos. Además, el que el proceso arbitral como el jurisdiccional y cualquier otro que tenga como 
propósito la composición de controversias (mediación y conciliación, por ejemplo), deban sujetarse 
a principios o formalidades legales redunda en beneficio de las partes más que en su perjuicio, 
porque sólo de esa manera se puede equilibrar la balanza en el escenario de pesos y contrapesos 
que implica un conflicto de intereses. Esa lógica de pensamiento conduce a estimar que el artículo 
1461 del Código de Comercio, al ordenar que el interesado en ejecutar un laudo arbitral debe 
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exhibirlo en original debidamente autenticado, está exigiendo que satisfaga una formalidad que se 
traduce en hacer constar que quien dictó el laudo fue, precisamente, el árbitro o árbitros. Lo anterior 
indica que la función de autenticar puede desempeñarla válidamente tanto un notario como un 
corredor público, por lo que si las partes acuden con cualquiera de ellos a efecto de que hagan 
constar que las firmas que calzan el laudo arbitral sí proviene del árbitro que lo dictó, estarán 
colmando satisfactoriamente el deber legal previsto en la norma cuestionada. Sin embargo, es 
importante establecer que la debida autenticación de laudos arbitrales no debe confundirse con la 
certificación de la copia fiel del laudo arbitral que corresponde, exclusivamente, al personal de las 
autoridades arbitrales, porque esa regla faculta a determinado funcionario del centro de arbitraje 
para expedir copia fiel del laudo, lo que en estricto sentido es una copia certificada y no el original 
debidamente autenticado a que alude el artículo 1461 del Código de Comercio ya que, desde luego, 
no se trata de los mismos conceptos o supuestos. Empero, lo que subyace en esa regla es que sí 
existe una persona que, atento a las facultades que le sean delegadas, puede hacer constar que la 
firma que aparezca en el laudo arbitral sí proviene del árbitro que lo dictó. Entonces, la parte que 
pida la ejecución de un laudo cumple con la formalidad a que alude el artículo 1461 citado, si exhibe 
el original debidamente autenticado por fedatario público o copia fiel expedida por el personal 
autorizado de la sede arbitral, ya que sólo así podrá producir en el ánimo del Juez que dirigirá el 
proceso de ejecución del laudo, certeza en cuanto a la identidad de la persona que decidió 
determinada controversia, es decir, que declaró el derecho cuya ejecución o materialización se 
busca mediante la jurisdicción del Estado. 
 
DÉCIMO CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 95/2018. Consultora Kivac, S.A. de C.V. 19 de abril de 2018. Unanimidad de votos. 
Ponente: Benito Alva Zenteno. Secretaria: Areli Portillo Luna. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 

PROCESAL 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017895  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 36/2018 (10a.)  
 
EMPLAZAMIENTO A JUICIO ORAL MERCANTIL. ALCANCE DE LA EXPRESIÓN "SIGNOS 
EXTERIORES DEL INMUEBLE" CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 1390 BIS 15 DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO. 
 
La disposición normativa apuntada establece, entre otras cuestiones, que en la diligencia del 
emplazamiento al juicio oral mercantil, el notificador se identificará ante la persona que atienda su 
llamado y asentará en el acta respectiva los medios por los que se cerciore de ser el domicilio del 
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buscado, así como los "signos exteriores del inmueble" que puedan servir de comprobación de haber 
acudido al domicilio señalado como el del buscado. Este requisito obedece a la necesidad de cuidar 
la efectiva realización del emplazamiento que si bien ya de suyo constituye el acto procesal de mayor 
entidad en todo proceso judicial, tratándose del juicio oral adquiere una mayor importancia, que 
justifica la exigencia al actuario judicial de cumplir con una serie de requisitos adicionales a los que 
tradicionalmente se establecían para su práctica, pues ante la supresión de las notificaciones 
personales durante el juicio, debe existir mayor certidumbre de que el demandado ha adquirido pleno 
conocimiento de la instauración de un proceso judicial en su contra, el lugar donde se le ha 
demandado, el Juez que conoce de la causa y el contenido de la demanda, para que quede en 
aptitud de acudir a las audiencias en las que tendrá oportunidad de ser notificado de las decisiones 
que ahí se adopten y producir su defensa. En ese sentido, la obligación del actuario judicial de 
asentar los "signos exteriores del inmueble" exige una descripción objetiva de las características 
físicas del lugar en el que dicho funcionario judicial se ha constituido para la práctica de la diligencia, 
que haya apreciado mediante sus sentidos y que sean suficientes para identificarlo y ubicarlo, sin 
perjuicio de que pueda allegarse de otros medios para integrar su actuación, como puede ser el uso 
de nuevas tecnologías que le permitan tomar imágenes del lugar o bien describir la media filiación 
de la persona con la que entendió la diligencia, pedir información a alguno de los vecinos cercanos, 
etcétera. En ese sentido, el requisito de registrar los signos exteriores del inmueble no se colma con 
el hecho de que el actuario asiente que tuvo a la vista el nombre de la calle y el número del inmueble, 
pues además de que esos datos no corresponden a una descripción del lugar, su vaguedad impide 
tener por satisfecha la formalidad apuntada, lo que genera la nulidad de la diligencia, siempre que 
dicha actuación no haya sido convalidada. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 146/2017. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito 
del Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en Saltillo, Coahuila y el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito. 21 de febrero de 2018. La votación se dividió en dos 
partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo, de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 
Criterios contendientes: 
 
El Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en 
Saltillo, Coahuila, en auxilio del Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Octavo 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 104/2017 (cuaderno auxiliar 136/2017), sostuvo que del 
artículo 1390 Bis 15 del Código de Comercio, se advierte que al emplazar al demandado a un juicio 
oral mercantil, el actuario tiene la obligación de asentar en el acta los medios por los que se cerciore 
de haberse constituido en el domicilio del buscado, para lo cual puede pedir la exhibición de 
documentos que lo acrediten (y en caso de que los presente, indicarlo en el acta) o precisar los 
signos exteriores del inmueble que puedan servir de comprobación de haber acudido al domicilio del 
buscado. Y concluyó que es potestad del actuario decidir utilizar alguna de las dos opciones, las dos 
o ninguna de ellas, pues basta con que en el acta respectiva asiente la forma en la que se cercioró 
de haberse constituido en el domicilio del buscado para estimar legal el emplazamiento, sin exigirle 
como requisito adicional e imprescindible, la precisión de los signos exteriores del inmueble, pues 
basta con que el actuario colme la exigencia atinente al cercioramiento del domicilio del buscado 
(demandado), al circunstanciar en el acta de emplazamiento que tuvo a la vista el nombre de la calle 
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y el número del inmueble, los cuales coincidan con el señalado en autos, y por el dicho de la persona 
con quien entendió la diligencia. 
 
El Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, al resolver el amparo en revisión 
202/2016, concluyó que los datos materiales consistentes en la placa municipal que indica la 
nomenclatura de la calle y colonia, así como el número correspondiente, no bastan para tener por 
colmado el imperativo del artículo 1390 Bis 15 del Código de Comercio, pues esos datos no tienen 
relación directa con un domicilio en específico, es decir, no permiten particularizarlo. Para tal órgano 
revisor de amparo, por "signos exteriores del inmueble" a los que hace referencia la norma apuntada, 
se deben entender las características físicas del inmueble en donde se constituyó el notificador, que 
pudieran servir de comprobación de haber acudido al domicilio del buscado; como son el número de 
plantas, fachada, color o alguna otra circunstancia que permitiera identificar y particularizar el 
inmueble en su apariencia física, no en cuanto a su ubicación. Pues, si fuera tal situación, bastaría 
tomar en cuenta el señalamiento municipal que contiene el nombre de la calle, colonia y número de 
finca. 
 
Tesis de jurisprudencia 36/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de seis de junio de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de 
septiembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017851  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de septiembre de 2018 10:16 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.12o.C.68 C (10a.)  
 
TRANSFERENCIAS ELECTRÓNICAS BANCARIAS. LA IMPRESIÓN DE INTERNET DE LA 
INFORMACIÓN DERIVADA DE ÉSTAS, AL TENER LA NATURALEZA DE DESCUBRIMIENTO 
DE LA CIENCIA, SU VALOR PROBATORIO QUEDA AL PRUDENTE ARBITRIO DEL 
JUZGADOR. 
 
Conforme al artículo 1238 del Código de Comercio, los documentos privados son aquellos que, por 
exclusión, no son reputados por las leyes como instrumentos públicos, pero para que puedan ser 
considerados como tales, deben contener como característica esencial que pueda imputársele a una 
persona su elaboración o la orden de realizarse, para efectos de su reconocimiento. Por tanto, la 
impresión de Internet de una transferencia electrónica bancaria no debe valorarse como una copia 
simple o un documento privado, toda vez que no puede imputarse a una persona su elaboración, 
ante la falta de firma autógrafa para efectos de su reconocimiento, sino que constituye la impresión 
de la información generada vía electrónica y, en consecuencia, tiene la naturaleza de descubrimiento 
de la ciencia, cuyo valor probatorio queda al prudente arbitrio del juzgador, conforme a los artículos 
210-A y 217 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al código 
mercantil referido. Así, para valorar la fuerza probatoria de esa documental electrónica, el juzgador 
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deberá atender, preponderantemente, a la fiabilidad del método en que fue generada la información, 
a fin de corroborar su contenido, lo que puede acreditarse por medio del código de captura, sello 
digital, o cualquiera otra que permita autenticar su contenido. Además, como esa información 
electrónica es expresada en un documento, ésta puede objetarse en cuanto a su alcance y valor 
probatorio o impugnarse de falsa, para lo cual, deberán seguirse las reglas establecidas en el Código 
de Comercio. 
 
DÉCIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 863/2017. Javier de Jesús Gómez Sánchez. 26 de abril de 2018. Unanimidad de 
votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Hugo Alfonso Carreón Muñoz. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de septiembre de 2018 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017860  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: XVI.1o.C.1 C (10a.)  
 
OFRECIMIENTO DE PRUEBAS EN MATERIA MERCANTIL. EL SEGUNDO REQUISITO 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 1198 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, RELATIVO A LAS RAZONES 
POR LAS QUE EL OFERENTE CONSIDERA QUE AQUÉLLAS DEMOSTRARÁN SUS 
AFIRMACIONES, ES INCONSTITUCIONAL AL AUTORIZAR SU DESECHAMIENTO SI NO SE 
CUMPLE CON ESTA CONDICIÓN. 
 
El precepto 1198 del Código de Comercio dispone que las pruebas deben ofrecerse expresando 
claramente el hecho o hechos que se trata de demostrar con éstas, así como las razones por las 
que el oferente considera que acreditarán sus afirmaciones; el propio precepto autoriza su 
desechamiento si a juicio del tribunal las pruebas ofrecidas no cumplen con las condiciones 
apuntadas. El segundo de los requisitos en cita no se apega al principio de proporcionalidad 
establecido por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, porque si bien es 
cierto que constituye una medida legislativa que persigue un fin constitucionalmente válido (primera 
etapa), pues la ratio legis consistió en agilizar el procedimiento y evitar que las partes abusaran de 
él, al ofrecer todos los medios de convicción que tuvieren a su alcance con el único propósito de 
retardarlo, también lo es que la medida legislativa no es idónea para alcanzar la finalidad 
constitucional que se persigue (segunda etapa), en razón de que ese segundo requisito no resulta 
indispensable para la sustanciación del procedimiento, pues autoriza al juzgador a desechar pruebas 
aunque no sean contrarias al derecho o a la moral y estén relacionadas con los hechos que se 
pretenden demostrar, si el oferente no emite su opinión personal en cuanto a las razones por las 
cuales estima que con ellas se acreditarán sus afirmaciones, por lo que resulta inconstitucional el 
segundo requisito establecido en el artículo 1198 citado, al vulnerar el derecho fundamental a la 
tutela judicial efectiva consagrado en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 948/2017. Ma. Trinidad González Gutiérrez. 25 de abril de 2018. Unanimidad de 
votos, con voto concurrente del Magistrado José Jorge López Campos. Ponente: Juan Solórzano 
Zavala. Secretaria: Nubia Cristel Ortiz García. 
 
Nota: Esta tesis refleja un criterio firme sustentado por un Tribunal Colegiado de Circuito al resolver 
un juicio de amparo directo, por lo que atendiendo a la tesis P. LX/98, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VIII, septiembre de 1998, página 56, 
de rubro: "TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. AUNQUE LAS CONSIDERACIONES 
SOBRE CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES QUE EFECTÚAN EN LOS JUICIOS DE AMPARO 
DIRECTO, NO SON APTAS PARA INTEGRAR JURISPRUDENCIA, RESULTA ÚTIL LA 
PUBLICACIÓN DE LOS CRITERIOS.", no es obligatorio ni apto para integrar jurisprudencia. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017881  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.12o.C.69 C (10a.)  
 
CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA EN EL JUICIO CIVIL. EL MANDATARIO JUDICIAL O 
AUTORIZADO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 112, PÁRRAFO CUARTO, DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD 
DE MÉXICO, NO TIENE LEGITIMACIÓN PARA FORMULARLA A NOMBRE DE SU 
AUTORIZANTE. 
 
La contestación a la demanda constituye un acto procesal personalísimo en el que la parte 
demandada hace valer su derecho de defensa en juicio y opone las excepciones procesales o 
perentorias que considere procedentes. En consecuencia, el mandatario judicial o autorizado 
designado en los términos amplios que prevé el artículo 112, párrafo cuarto, del código citado, no 
tiene legitimación para contestar la demanda y oponer excepciones a nombre de su autorizante, 
pues aquélla únicamente puede suscribirla y formularla válidamente quien figura como parte 
demandada en el juicio o por su representante legal, ya que es quien tiene un interés contrario al 
demandante y puede oponerse a la pretensión que el actor ha aducido ante el órgano de la 
jurisdicción, invocando las excepciones y defensas conducentes, de conformidad con los artículos 
1o. y 29 del propio código, que disponen que ninguna acción puede ejercitarse sino por aquel a 
quien compete o por su representante legal, y sólo puede intervenir en juicio quien tenga el interés 
contrario, esto es, quien válidamente pueda contradecir el derecho sustantivo cuya tutela 
jurisdiccional se pide. 
 
DÉCIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Amparo directo 559/2017. Joaquín Fernández Cárdenas. 17 de mayo de 2018. Unanimidad de votos. 
Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Hugo Alfonso Carreón Muñoz. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018013  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de septiembre de 2018 10:37 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: 1a./J. 56/2018 (10a.)  
 
PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN. PARA GARANTIZAR SU EFICACIA EN LA AUDIENCIA DE 
JUICIO, EL JUEZ QUE DIRIGE LA PRODUCCIÓN DE LAS PRUEBAS DEBE SER EL QUE DICTE 
LA SENTENCIA, SIN DAR MARGEN A RETRASOS INDEBIDOS. 
 
Los alcances del principio de inmediación, previsto en el artículo 20, apartado A, fracción II, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en vigor, exigen que la sentencia se dicte 
por el juez que dirigió la práctica de las pruebas e impone una inmediata deliberación y fallo de la 
causa. Es así porque con la inmutabilidad del juez, esto es, la identificación física del juzgador que 
interviene en la formación de las pruebas y del que emite la sentencia, se generan las condiciones 
que permiten capitalizar las ventajas de la inmediación en el desarrollo de la audiencia de juicio, 
pues el contacto personal y directo con el material probatorio lo ubica en una situación idónea para 
resolver el asunto; de otro modo, dicho beneficio se debilitaría gradualmente si admite un cambio 
del juez, porque se privaría al proceso de todos los efectos que surgen de la inmediación en su 
vertiente de herramienta metodológica para la formación de la prueba. Asimismo, la inmediata 
deliberación y fallo de la causa implican que, apenas producida la prueba, clausurado el debate, 
debe emitirse el fallo y dictarse la sentencia correspondiente, sin dar margen a retrasos indebidos, 
pues de estimar lo contrario, es decir, si el juzgador rebasa los plazos legales para emitir su fallo, 
perdería sentido exigir que sea el mismo juez quien perciba la producción probatoria y el que dicte 
la sentencia, si esos actos los realiza en momentos aislados, distantes en mucho tiempo unos de 
otros, interferidos por cuestiones incidentales, debido a que en tal supuesto, las impresiones 
oportunamente recibidas o las aclaraciones logradas perderán eficacia, ya que para entonces unas 
vivencias se habrán desvinculado de otras o su sentido unitario se habrá deformado. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 492/2017. 15 de noviembre de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Alberto Díaz Cruz. 
 
Amparo directo en revisión 243/2017. Bernardo Rodríguez Martínez. 10 de enero de 2018. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
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concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Alberto Díaz Cruz. 
 
Amparo directo en revisión 544/2017. José Hermelán Gómez González. 17 de enero de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente 
y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretaria: M. G. Adriana Ortega Ortiz.  
 
Amparo directo 14/2017. Alexis Gabriel Hernández Becerril. 21 de febrero de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Rogelio Arturo 
Bárcena Zubieta.  
 
Amparo directo en revisión 1605/2017. Omar García Carbajal. 21 de febrero de 2018. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Julio César Ramírez Carreón.  
 
Tesis de jurisprudencia 56/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de diecinueve de septiembre de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de septiembre de 2018 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 01 de octubre 
de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017978  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de septiembre de 2018 10:37 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CXXIX/2018 (10a.)  
 
APELACIÓN PREVENTIVA EN JUICIOS DE ARRENDAMIENTO. NO VIOLA EL DERECHO A LA 
IGUALDAD PROCESAL RESPECTO DE JUICIOS ORDINARIOS EN LOS QUE SE PREVÉ LA 
APELACIÓN DE TRAMITACIÓN INMEDIATA (LEY PROCESAL CIVIL DE LA CIUDAD DE 
MÉXICO). 
 
La sola condición de que en el artículo 966 del Código de Procedimientos Civiles para la Ciudad de 
México, el legislador haya decidido modular de una manera diferente el trámite del recurso de 
apelación en los juicios de arrendamiento, con el propósito de dar mayor celeridad a la solución de 
ese tipo de juicios, no resulta violatoria del principio de igualdad, pues el aludido propósito de dar 
mayor celeridad, constituye un factor que, desde un punto de vista constitucional, es susceptible de 
justificar que el trámite del recurso de apelación en los juicios de arrendamiento, sea distinto al que 
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se prevé en la ley para la apelación en los juicios ordinarios; pues en este último tipo de juicios no 
estaría subyacente el aludido propósito del legislador de darle mayor celeridad. En efecto, acorde 
con los precedentes que ha emitido esta Sala, si bien la noción de igualdad ante la ley deriva 
directamente de la unidad de naturaleza del género humano y es inseparable de la dignidad esencial 
de la persona, no todo tratamiento jurídico diferente es discriminatorio, sino sólo cuando la distinción 
carece de una justificación objetiva y razonable; destacando que en principio, el propósito de dar 
mayor celeridad a un tipo de procedimiento constituye un factor que, desde un punto de vista 
constitucional, es susceptible de justificar el trato procesal diferenciado en el trámite de la apelación 
en los juicios de arrendamiento, respecto del trámite que para tal recurso se prevé para los juicios 
ordinarios. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 5504/2015. Instituto Bilingüe, S.C. 26 de abril de 2017. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de septiembre de 2018 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

PENAL 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017809  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de septiembre de 2018 10:16 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: XXIII.16 P (10a.)  
 
FALSEDAD EN DECLARACIONES JUDICIALES. NO SE CONFIGURA ESTE DELITO PREVISTO 
EN EL ARTÍCULO 247, FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, CUANDO LA 
DENUNCIA OBEDECE A LO MANIFESTADO POR EL INCULPADO EN EL DESAHOGO DE UNA 
PRUEBA CONFESIONAL EN UN JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL CON ÁNIMO DE DEFENSA, 
TENDIENTES A DEMOSTRAR SU EXCEPCIÓN. 
 
La manifestación vertida en el desahogo de una prueba confesional en un juicio ejecutivo mercantil, 
a cargo del demandado, no configura el mencionado delito, previsto en el artículo 247, fracción IV, 
del Código Penal Federal, ya que aun cuando resultara contradictorio lo declarado con el resultado 
del dictamen pericial que se practicó dentro de la averiguación previa, en el que se determinó que 
la firma que calzaba el documento (cheque) objeto del reconocimiento, era de puño y letra del 
inculpado, debe tenerse presente que lo expuesto en esa diligencia obedece a las afirmaciones de 
una parte contendiente con el ánimo de defensa, y tendientes a demostrar los extremos de una 
excepción y, de ser falso lo sostenido, como resultado de un legítimo derecho de defensa en ese 
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controvertido, sólo traerá como consecuencia que se declaren improcedentes las excepciones que 
se apoyen en esos hechos. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO TERCER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 118/2017. 25 de abril de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Héctor Martínez 
Flores. Secretaria: Angélica Cancino Mancinas. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de septiembre de 2018 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Cada comentario contenido en este documento es responsabilidad del autor que lo elaboró y no 
necesariamente representa el punto de vista de toda la firma. 
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